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20974 Sala Primera. Sentencia 233/1993, de 12
de ju lio de 1993. Recurso de ampa­
ro 2.515/1990. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Madrid, confirmando Autos dic­
tados por el Juzgado de Menores núm. 1 de
Madrid que acordaron el internamiento provi­
sional del menor recurrente en amparo.
Supuesta vulneración del derecho a la libertad:
internamiento cautelar de menores.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
VillaIón. Magistrados, ha pronuriciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.515/90, interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña María Jesús
Jaén Jiménez, en nombre y representación del menor
Francisco Javier Aceituno Fernández, asistida del Letrado
don Juan Carlos Ríos Martín, contra el Auto de la Sección
Primera de la Audiencia Provincialde Madrid de 20 de sep­
tiembre de 1990. Ha sido. parte el Ministerio Fiscal y
Ponente el Magistrado'don Rafael de MendizábalAllende;
quien expresa el parecer de la Sala.

-,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

1. Antecedentes

1. El titular de la guarda y custodia de Francisco
Javier Aceituno Fernández, menor de edad. don Enrique
Martínez Reguera. presentó escrito el 31 de octubre de
1990 'solicitando el nombramiento de Abogado y Pro­
curador de oficio para interponer el recurso de' amparo
de que se hacer mérito en el encabezamiento. que se for­
malizó en su momento y eri cuya demanda se nos cuenta
que en octubre de 1987 Francisco Javier fue confiado
por el Juezde Menores al psicólogo y educador don Enri­
que Martínez Reguera. Por su participación endetermi- .
nados hechos junto a Un 'grupo de delincuentes adultos
fue internado varias veces en centros especiales. contra
el parecer del psicólogo para quien la medída de inter­
namiento no era adecuada y ponía en-peligro la evolu­
ción e. incluso. la vida del niño. Con motivo de las dili­
gencias integradas en el expediente 1.440/83.conse­
cuencia de diversos atestados que habían instruido la
Comisaríade Policía de,Parla yla Guardia'Civil de Griñón
por presuntas infracciones contra la propiedad. el Juez
de Menores número 1 de Madrid dictó Auto el 22 de '
febrero de 1990. acordandoel internamiento provisio­
nal del niño durante un mes en el Centro de Reforma de
Alta Seguridad (RENASCO).lnterpuesto recurso derefor­
ma que no impidió la ejecución de la medida. fue dElses­
timado por otro Auto de 28 de febrero. Finalmente. for-'
malizóla apelación ante la Audiencia Provincial :de
Madrid. también, desestimada' por Auto de 20 de sep..
tiembre. confirmando losdosanteriores.".' :,

El demandante considera que los tres Autos ,vulneran
el derecho garantizado en· el art.:17;1 de'h~Constitución.
alegando al, n3specto.qiJe la medida de in,ternamientopro­
visional, ti~me,su cobertur~ reg~1en ~J1ianormade:1,94$.,
'nuJa' pór'incpnstitúéionalidé:id" sobreveriida.'sin:;queo;>or •
otra'párt,é-7 el Juez para-imponerla- haya ,tbi'nádo,en con-".
sid~!a'ciólllafinalipadeducativa 9protec::to~~ de:e$ta iegis./
laclon.~d~más;,anadeo S,eha vulneradoelart.24~C.E.. por­
que'el Juez- actu6,cpmo:parte aCuSadora,y: p'ermitió qlÍe '

, se lIeva'ra. 'a cabo.' el p'rocedimiento.,sili Ja..presenE~, ~I_ <

F,';LLO
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~'.,.' .. >-.:.'
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"' ., • . Ha decidido·.

../b~riegar~famparo·soliCitado.:",;:".' ,~ , "

i·· ,,·¡~·'PÚbl'(~ué~~;é~~~;Sente~~i~e~.'el;(:B~I~tin"ÓticiaI del,
•. :Estado»,·5';)t·--:;~jih'jc;!;-<~·i ;>::' ::';': :':',,·.I·~;;.:ij.--:~{,;!f' :,'. '-,,:; : ::>:' ;-",,:¡{¡ _
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l: 'i¿~t·~D¡;da;·e~:·M~d;íd:ad~ce:~de:juli; d.e'~irnovecient~s, ,
t· >rioventa y_tres;,,;-firmado: Luis López Guerra.-Eugenio Diaz "
~~Eimil;,AJvaro·'- RodriguezBereijo; 'josé _Gabaldórl'-lópez. .
_:Julio~-Diego¡:González-~; Campos"'Y~:;Carl~s?::Viver ,¡Pi-Sun­f:: íYer.4-:-FirmadosY rubricados/;~;.dt#,t*f;-~t;r;.:n 'i: c$',5bl.-;1¡;-;'j,';

.Enatención a todo lo expuesto. el,Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD Que LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE!-ANAC,IÓNEsPt\ÑOLA, '.. .

menos cierto que con su publicación «Cambio 16» ha con­
tribuido a dar a la información facilitada por aquél una difu­
sión que ha ampliado expansivamente los efectos de la
intromisión en el honor del Sr. Martínez Herrera. Si se
hubiera demostrado, al menos indiciariamente. que los cui­
dados dispensados por el Sr. Martínez Herrera pudieran
ser uno de los móviles del crimen. entonces el honor de
éste hubiera debido ceder ante la relevancia pública de
semejante dato. En la medida en que ningún indicio existe
que apunte en esa dirección y todo queda reducido a la
sola revelación de un dato que se difunde a los efectos
de la pura chanza, es obvio que ninguna cobertura puéde
dispensarle al demandante el derecho a la libre informa­
ción veraz. Tratándose de la concurrencia del requisito de
la relevancia pública de la información. el medio de comu­
nicación debía observar el mismo cuidado y diligencia que
le es exigible cuando, lejos de reproducir declaraciones de
un tercero, suministra informaciones propias. Y en ambos

, casos, si ~I contenido de la información es, en principio,
lesiva del honor de una persona ha de guardarse de darle
difusión a menos que, de algún modo. evidencie que, por
la conexión de la información con un hecho relevante-co­
nexión que hade hacerse patente-, aquélla puede par~

ticipar del interés social de éste.' .
De otro lado, y ya por último, no concurre tampoco la

especialísirria circunstancia que. en determinados supues­
tos, permitiría la cobertura del arto 20.1 d) C.E. aún cuando
lo revelado poreJ tercero cuyas declaraciones se transcri­

_ bencareciera de relevancia o interés público. No cabe des­
cartar, en efecto. que la notoriedad y relevancia públicas
de la persona que hace la declaración convierta en hecho
noticiable la declaración misma, con independencia de la
irrelevancia objetiva de su contenido. En ese caso, la rele­
vancia dela declaración satisface por sí sola las exigencias

; de,lart. 20.1 d) C.E. y no puede exigírsele al medio de
j,,: comunicación que se abstenga de informar sobre lo dicho
: por 'quien convierte en noticia cuanto afirme o declare.

Para ello es preciso. sin embargo; que el objeto de la infor~
mación fácilitada por el medio sea precisamente el hecho
de ladeclaración~ lo que no ~s el caso en el supuesto ahora
enjuiciado~' pues ni el artículo se centraba en las declara­
cionesdel:Sr. Girnénez Arn~ucon ocasión de la presen­
tación de"su libró "'-sino en el contenido de las mismas-o
ni éste eSlmapersonalidad pública que convierta en rele­
vante cuanto puedadeclaraf.

.: En definitivay por todo lo dicho, los órganos judiciales.
'que' son'también y primatiamenteJueces~de la Constitu-;

; ción y de losderechos fundamentales, han llevado a cabo
una adecuada ponderación constitucional de los derechos
en conflicto al estimar ilegítima la intromisión en'el dere­
chO al honor causad~por la noticia publicada en el medio
decomunicacióh~loque lleva a desestimar el presente
reéursC?deampar~.· . '.
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Ministerio Fiscal como defensor de los intereses del niño.
Por último. señala que se ha quebrantado también el
arto 10.2 de la C.E. en el sentido de haber impuesto la medi­
da teniendo en cuenta la represión social en vez de la fina­
lidad protectora prevista por los Acuerdos y ~eclaraci,?nes

internacionales en la materia. Por todo ello pide la nulidad
de los Autos impugnados. restableciendo al recurrente en
la integridad de sus derechos constitucionales a la libertad

, y a obtener la tutela judicial 'efectiva. sin que en ningún
caso pueda producirse indefensión.

2. La Sección Primera de esta Sala. en providencia
de 4 de julio de 1991 acordó tener por recibido el escrito
de interposición y. a tenor de lo dispuesto en el arto 50.3
dela Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. abrir un pla­
zo común de diez días para que el Ministerio Fiscal y el
demandante pudieren alegar lo que estimaran pertinente
en relación con la posible existencia del motivo de inad­
misión consistente en la carencia manifiesta de contenido
que justifique una decisión por parte de este Tribunal Cons-
titucional [arto 50.1c) LOTC]. , " ,

El Ministerio Fiscal se opuso.a la admisión del recur­
so. mientras que el demandante .guardó silencio al res­
pectQ. La Sección. en providencia de 28 de octubre.
admitió a trámite la demanda sin perjuicio de lo que r.esul­
tare de los antecedentes. que pidió a la Audiencia Pro­
vincial de' Madrid y al Juzgado de Menores núm. 1

, (art.51 LOTC)•. ordenando, al propio, tiempo que se
emplazara'a quienes fuéronparte en el mencionado pro­
cedimiento para que del)tro de los ,diez días sigu~e~tes

pudieran comparecer en este proceso. Una vez recibidos
por testimonio el rollo de apelación núm. 1/90 y el expe­
diente 1.140/83. láSección en otra providencia de20
de enero de 1992.a tenor de lo dispuesto en el art.52
dela Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. dio vista
de las actuaciones. por un plazo común de veinte días.
al Ministerio Fiscal y al demandante para que pudieran
deducir las alegaciones oportunas.'. '

,',",3..''Así lotlizo'el demandante. que~15 de febrero rati­
fiéó la arg'umentación utilizada enla demanda de amparo.
Por su parte. el Ministerio Fiscal, al siguiente día. insiste
en que los Autos impugnados no han vulnerado ninguno
de los derechos fundamentales invocados. El Juez de
Memores ordenó el internamiento cautelar del menor en
el Centro RENASCO durante un mes,en el ejercicio de las
funciones'que le corresponden legalmente. El texto refun:­
dido aprobado por Decreto,de 11 de junio de 1948.vige~
te a la sazón. le permitía tal medida provisional en un esta­
blecimientooficial o privado (arts. 17 y 21) Y. por tanto.
su cobertura se encuentra aquí y no sólo en el arto 54 del
Reglamento. t,.a' restricción de la libertad. a la cual tie':le
derecho toda persona con indepel1dencia de- su edad. tie­
ne un claro fundamento legal y. en consecuencia. el Auto
del Juez de Menores no infringe ,el arto 17.1 de la Cons-
titución. "

Encuanto a la presunta vulneración del arto 24 de la
Constitución. señala el Fiscal que. del examen del expe­
diente y de lasactuadones judiciales no es posible. en puri­

j, dad. llegaratal conclusión.El Juez de Menores recibió ci~
k f co atestados de la Policía yde la Guardia Civil por infrae­
f ciones contra la propiedad~eril,oscuales aparecía iinpli-
J ,cado el, menor, Mientras' se. ultimaba la ,instrucciÓn del

,t}xpediente.aco'réió el Juez el internamiento cautelar por
Yfl,mes•.Ioqúesupuso' una'lin:íitación de su libériad .por
,yn~ d~Cisi(>l} j~dicial,adóP!élda, ~n· élt~f1ciÓn. aJascir,cuns­
·tf1PCi~~.!conpurr.entes,.viJ)pl,lIadélJntjmamente ~ol) la fun.­
'P'\(>,n!Wi~i){~í..,~r~to,r!Aaº'or~f~'r:!Q4ic;i~.pgr:.~J.QrdeQélmien!1;)
J.!!f,19IC!>,::~,I~~'-J,I~~~~~JV1,.,~'1qnt~"HU¿WS">\:';" ~';~:'l'Ó';JC;;,~
~~i-4F;~ P6¡:!-PÍ'ó~d~"fi§''del'díá!~24)sÉf·lij6: eI28:cd~;júríio
'ilE(19,93'pi!ta!liiaelioeljción~vo~apiórt'que ha~corlcluil:l.o·eñe, díá~dEr'hoV:J"I'-~ ''''':~''!f.~1~'R'jVl'-''~.:t''' ,.,.,,~.1 ,*"h ¡el "'-¡;''"''C>~: ';;;'~','

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de este proceso es la decisión de una
Juez de Menores donde se decreta el internamiento pro­
visional durante un mes de un adolescente dentro del pro­
cedimiento correctivo y refórmador. cuya nulidad se pre­
tende por haber des,conocido derechos fundamentales,
albergados en los arts. 10. 17 y 24 de la Constitución. Una
primera delimitación del espacio procesal en el que hemos
de movernos necesariamente. impone como primera
medida la exclusión a ¡imine de la sedicente infracción del
arto 10.2 C.E. donde no se contiene ningún derecho con­
creto. si bien se haga una invocación genérica a todos en
el principio de su segunl;Jo párrafo. Ahora bien. la prote7ción más intensa. con un cauce procesal ad hoc en la vla
judicial. más el recurso de amparo constitucional. está pre­
visto tan sólo para los derechos y libertades comprendidos
en la Sección 1.a• Capítulo segundo del Título 1. junto ,al
principio de igualdad y la objeción de conciencia
(SSTC 123/1992y 165/19~3;ATC192/1993).quedan­
do extramuros los demás; según indican los arts: 53.2 y
161.1 b)C.E. En suma. desde' una perspectiva formal. la
pretensión cuyo fundamento inmediato es el. artedicho
arto 10.2 no resulta aquí viable con carácter autónomo,
aun cuando por ser denominador común de todos losdere­
chos fundamentales. contribuyendo a su configuración y
ayudando a su entendimiento. habrá de ser tenido en
cuenta para valorar aspectos específicos del Auto impug­
nado, a la luz de la libertad personal y de la efectiva tu~ela

judicial, cobertura y respaldo del amparo que senos pide.

2. Una vez acotado así, por vía negativa. el ámbito
de tal pretensión.conviElne abordar primero la tutela judi­
cial cuya efectividad se dice menoscabada por haberse
producido, indefensión. No hay tál.. según se veráen segui­
da. Como premisa, del ,razonamiento no estará de más
insistir en que los Jueces de Menores forman, parte del
Poder judiCial. con- todo lO que ello:implica. como 'titulares
de órganós jurisdiccion~lesordinarios pero especializados
y los procedimientos utilizados para el, cumplimiento de
su funciónson auténtico~pÍ'oce~os. tanto si tienen por fina­
lidad la protección .del,menorcomo si seqirigen él su
correcéióno reforma (SSTC,7/1990, y 36/1991;
AATC473/1987 y952/1988). aun cuando no sean pro­
cesós penales. En consecuencia~ les son exigibles cu~ntas
garantías establece .Ia Constitución no ,sólo en el arto 24
sino en otros con él relacionados. En el caso que ahora
se enjúicia desde esta'perspectiva constitucio.nal.la ac;:túa­
ción judicial presenta una característica infrecuente. ,ya'
que se produjo por, su fecha dentro del marco d~1 arto ,15
del texto refundido de la legislación sobre Tr:ibumiles Tute.:.
lares de Menores. aprobado en 1948 y vigente a la sazón,
cuya inconstitucionalidad sobrevenida declaró nuestra
STC 36/1991. sirviendo de factor desencadenante d~l~
reforma urgente y parcial. operada por la Ley Orgam­
ca 4/1992. de 5 de junio, donde subsisten. au~ cuando
modificados. los arts. 9.,15.16.,17 Y23 de la antigua Ley,
que pasa a lIamarseF:teguladora de la Competencia y el
Procedimiento de los Juzgados de Menores. ",..,'

Ahora bien. la circunstancia de que la norma legal que
sirvió de cobertura a la decisión judicial controvertida fuera
expulsada después delordel1amiento jurídico. n9invalida
por sí misma lasactuacioóes. practicadas, a su ,amparo. si
por.otra parte se repara en que la tacha que Se les opone
es una,evéntualdndefen~ión!d.elmenorpocdos;motivps
distintos. Uno. el quebrantamiento del principioacu$éilorio
porhaber asumido tal función laJuez de Menores.:alf,)gat9
inexactoJAun'[cuandÓ:'télJ:pripcipiQ ,no; sea.inc::001pati,bJe
con laincoacióndét,procedimiénto:por iniciativa detJuez
y-sU'ihterverlci6h érf9ttaSc'rns~sde',latrafnitacióh.espor
'otra'parté eviderteqüeielpriJ;l.cipio acusat?tiOi'<:t.JYO a~jen:­
topropib'es-erproeesopenaWno;tiene-la mIsma Intell"sIdad
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en el procedimiento de corrección o reforma de menores CE), Este principio se despliega en un abanico de mani-
para la adopción de medidas provisionales más cercanas festaciones fenoménicas, libertades concretas configura-
a lo cautelar que a lo punitivo, sin olvidar que en este caso das como derechos fundamentales, entre las cuales se
el factor desencadenante de la actuación tutelar fue obra encuentra la libertad personal. soporte de las demas
de la Policía judicial. cuyos atestados -con su función (art. 17). A ella se acoge la demanda de amparo que en
característica de denuncia- encabezan. definitiva achaca al Auto impugnado, una desviación de

El otro motivo no deja de ofrecer una cierta incon- lo que debería ser su finalidad, por haber hecho prevalecer
gruencia en relación con ,lo dicho en el párrafo anterior, la función represiva. sobre la rehabilitadora, propia de las
pues al Fiscal se le pide a la vez que acuse y que defienda, medidas utilizables por la jurisdicción de menores, apelli-
reprochándole su ausencia y no haber actuado en la repre- dada de antiguo «tutelan). En un planteamiento objetivo
sentación y defensa del entonces menor. Es cierto que el del problema conviene recordar. una vez más. que no exis-
Estatuto orgánico del Ministerio Público establece, corno ten derechos o libertades absolutos. Unos y otras se mue-
una de sus atribuciones. la representación y defensa en ven siempre dentro de tiifperímetro cuyos límites confor-
juicio a quienes no pueden actuar por sí mismos, por care- man los demás derech09 y el derecho de los demás, así
cer de capacidad de obrar (art.3.7). norma aplicable en como el interés general y, en suma. las normas penales.
todos los órdenes jurisdiccionales; no sólo en este tan Tal es el trasfondo que está latente en la prohibición cons-
especial y cuya lectura atenta revela nítidamente que tal titucionalde cualquier privación de litertad. salvo que se
previsión no podía entraren juego en .este caso. Efectiva- haga el1los casos y enta forma previstos en la Ley•. leyes
mente. la guarda y custodia de hecho del adolescente y de enjuiciamiento del orden judicial penal común y del mili-
hoy adulto protag'onista del procedimiento correccional le taro ley tambiénde'su equivalente jurisdiccional enel caso
fueron confiadas judicialmente a un psicólogo y educador de los delitos cometidos por menores. El texto refundido
que asistió a la comparecencia celebrada el 22 de febrero que regía tal sector en el momento de dictarse el Autoaho-
de 1990 con un Abogado en ejercicio a quien se le había ra en tela de juicio contemplaba la posibilidad de utilizar
encargado el patrocinio jurídico. Esto nos lleva de la mano la prisión o internamiento del menor. con carácter cautelar
al concepto de indefensión. que no es una abstracción ni pero también con una función correctiva. en el procedi-
por ello puede ser producida directamente parlas normas miento específico' así denominado al tiempo que reforma-
procesales. sino por obra de una realidad concreta y actual. dar [arto 17 a)]. '
no potencial. . . Esta medida ha·· sido mantenida·'parla Ley Orgáni-

Vista desde tal perspectiva. ya quedó dicho más arriba ca 4/1992. de 5de junio (art 17.7a
). que le ha dotado del

que la indefensión al respecto del arto .15 del texto refun- rnngoexigible alas normas dictadas para el desarr.ollode
didp no result.a suficiente. Su texto excesivamente gené- derechos fundamentales (art.81 C.E.) aun cuando noJo
rico; donde.no se perfilaban derechos ní garantías. con- sea de aquellas vigentes antes de la Constitución. si seaco-
fiando en elárJ:>itrio judicialno sólo para lo sustantivo sino modaban al sistema de producciónnormativavigentecen
para lo procesal. permitió paradójicamenté:por esa misma su época. la llamada «prisión preventiva» estácontemrJIa-
f1exibilid~d•. incorporar las exigenCias 'cónstitucionah~s da en'las Reglasmínimas de Beijing;si bien como «último
felizmente sobreyenidas.En talsEmtido;la actuación de la - recurso y durante el plazo más breve posible» y siempre
JUez de Menores biene puede sefcalifieada deparadig- que no fuere viable adoptar, otras medidas sustitutorias
m.ática o ejemplar. No sólo tuvo en cuenta los cinco ates-' (13.1 y 2) para evitar «influencias corruptoras) en la expre-
tados del procedimientoy'elementos dé juicio(medios pro- sión del «comentario» adicional.por su parte. también la
.batorios). ccm'algún otro testimonio. sino'que oyó alimpu- Convención d~-'os Derechos del Niño permite el interna-
tado.adolescente' entonces. á punto de cumplir ,dieciséis miento en: insptucion~s (~rt. 40.4). Las leyes.españolas y
años. en presencia de su guardadofde hecho y educador. los acuerdos Internacionales,que han de servir para su
asícomo'de su Abogado. Es siempre posible discrepar de interpretación o mejor,comprensión. contemplan. pues. la
la decisió,fl de 'internarlo por inadecuada. decisión opina- posibilidad de la' privación de la libertad personal de los
!:lle.pero:n.o 100es' achacar indefensión a la forma de pro- menores él.•quien~::¡seimpute la co~isión de ,hechos tipi-
ceder por nohaber sido citado el Fiscal. cuya intervención ficados como delitos en los respectivos Códigos' penales.
tuitiva tiené cá'i-ácter subsldíárió;'a faltad~ otra \¡oluntaria Estos son los casos y la forma no puede ser otra que una
.~ dativa. sipor'otrá parte se observa que fue parte en la resolución judicial adoptada en el procedimiento ad'hOc.
,apelaciÓn. solicitando precisamente' la revocación del Ahora bi~n.tal'ltolas Reglas antedichas [17 ~1 a)] como
Auto impugnado aquí y ahora. aun cuando fuera con la laConvención sobre los Derechos del Niño. más atrás cita-
:fi.nalidacf de acumular en uno solo los varios procedimien- da (art. 40.4) exigen que la prisión'preventivaguarde"lá
J~s.pendiel'ltes donde .aparecía: involucrado el mismo necesaria proporcionalidad con las circunstancias perSO-
.;~e!10r.l'l0 está de más subrayar que' la comparecencia nalesdel menor Yeon la infracción que se leimputa.sin
J,t:!dlcia.1 se ajustó, a los principiosyréspetó las garantías olvidar las necesidades de lá sociedad o interés general. '
establecidas en la Convención de Naciones Unidas sobre elementos a tener en cuenta igualmente según el texto
,los Derechosdel Niño que lleva fecha de 20 de noviembre refundido (art. 16). Aquí está el quidde la cuestión. pues
;de' 1989'y: fue ratificada el 30 d~ noviembre de 1990 en esa ponderación de circunstancias así como en la indi-
[art. 40:2' b)].cónocida pero no vigente todavía en aquel 'vidualizaciÓn del internamiento. que ha de hacerse a la
"m~,!,ento. como también se ajusta a las llamadas «reglas medida del destirlatario; va de" suyo también la finalidad
;nt'.mmas de las Naciones Unidas para la administración de objetiva..Ul'la lectl,lré:lmesurada del expedien~ereflejaC¡Lie
(-la Justicia"demenores» o «reglas de Beijing» (arts. 14 y 15) la decisi6njudiciat~il~overti~~fue la respuesta ála par-
"aprobadas por, la ·Asamblea General el·29 de-noviembre ticipación delrrie~rior.yái:ldi:>'esCe'1tey a punto,de"alcanzar
,de-·l98&.,Es:claroque las normas de Derecho interno; en .Ia'maydría,dé eda.<t·P!3néll.',p~r9cfen'tro aun'deláfránja-:de
~.loi9ue·aquíatañeAueron'interpretadassobre: la materia. ,imputabilidad.ateriúada~en' üÍ1á serie de delitos contra'la
".ratificadosp'd r ,' Espa'-~. '". ' d ''''1: "·;10·~ Ia,e ,:e" p'ropíed.ad.'dénlinciados'én'cincoatestadosnnlicialés.cu'a-·• "', ". nét..segun:man a"" a. L; .ue oos- . --.. . J ,,-;.u"' , . "-.' ~ r • ,..~ __ " .'

~tlJcI6~;~rece,:puesdel~COt!sistenci&.':desdeesta!doble, ..tr~ .d~ !~ C::~D1~n~p.~ ,f~rJ~; Y:;.~n~ peIJ~!J.e~_.ª!, g~~JWjl
r~~pet:tiVáilaquejare~p~~déuna'deficiente totela judi- :;;. .;~vll ~n, ~nI'\Qn·A~_, p~~O¡,~.4!"e!~f;,po~ ~!l-, ro~~ a~~.
r~~9U~~p~stQen:~&;caso'sil1\tacha:alguna.;?)f'\:}b%:'1";>,.. ;pue.~.c:g~ ~r~~~~4tíS'~I,~n9.c"~u9a,ye;Z,fI:.ª~~:~~~t~s,I1'!!~t-

~
~.".',..,... ',',~-.'~~,J,~.§tfcna.. ~~.--,'...".A~.--_!t,.'\.~:t...'}.Ji.FJt.{l'ñ;I:Á.-.,'f.\,np,~.".!?N1.'.;¡'*"~Y;5,<i-',.~.z~; ..".(.,:",;p.,.ad~.. s.':Isti"".".•M.".J).r,,~Y,:~,h.,.tr.""~,,.,e,.~I(~.'S.....• r~,.Jo;;a...~~:as'~.,.t,".~"n',CI.'é!¡l1..~..,',:e.".,tI.}~.. ' .~~)~~h~~m9~~~19~IOSI?~~a.J~,~n~r.~~n~p- ': -Pil.- ()f.:~~'}~~P~wa~~wP~C!~!~q!~~;C4:)~;~~~eccr
~~~~'9--~j~~~~I~;PP~I""".t~~~<!~,~f.;Jn'V~:J' l" ·"'dm!el'·~~l~'l~!·~'!'{~9~.~~fiRW-~rt',:-~I'9~~,~~~!f!'

~."n."-~IYJI'J'\':"1~V.P9Q.9Pfl-t~~!AAp'.,ª~~I¡,SI&temaarL·, .- {',. e, a onentaclon,protectt>raPnnclpa.... qu~ coe~~! v,é5§"
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sariamente con algún aspecto represivo o correccional.
sancionador en suma, porque todo método pedagógico
incluye también el castigo de las conductas negativas. Lo
dicho hasta aquí pone de manifiesto que la privación de
libertad en el caso que nos ocupa se produjo con respecto
a la legislación sobre la materia ya las normas suprana­
cionales. sin menoscabo alguno del derecho fundamental
invocado. En efecto. la limitación que implicaba fu'e obra
de una decisión judicial adoptada en atención a las circuns­
tancias concurrentes en íntima relación con la función tui­
tiva y reformadora atribuida por el ordenamiento jurídico
a los Jueces de, Menores (SSTC71/1990 y 36/1991;'
AATC 473/1986 y 952/1988).

BOE núm. 192. SUPlemento]

1. Antecedentes

1, Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el día 13 de noviembre de 1990. doña
Mercedes Revillo Sánchez. Procuradora de los Tribunales.
en nombre y representación de doña Petra García Olivares
interpuso demanda de amparo contra la Sentencia de la
Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid. de 28
de marzo de 1990. que desestimó recurso de apelación
contra la dictada por el Juzgado de Distrito núm. 2 de
Alcorcón. de 14 de mayo de 1988. en autos de juicio de
cognición núm. 29/88 sobre resolución de contrato de
arrendamiento. '

FALLO

En aten'ción atado lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN

,DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido ,

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid. a doce de julio de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Fernando García-Mon y Gorizález-Regeral. Carlos de la
Vega Benayas. ViCente Gimeno Sendra. Rafael de Men­
dizábal Allende. Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubri-
cado. '

20975 Sala Segunda. Sentencia 234/1993, 'de 12
de ju liode 1993. Recurso de ampa-

r ro 2.600/1990., Contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Madrid, recaída en ape-,
laCión frente a la dictada por el Juzgado núm. 2
de Alcorcón en autos sobre resolución de con­
trato de arrendamiento. Supuesta vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: incom­
parecencia al acto de la vista debida a falta de
diligencia de1.a repurre.nte.

, La Sala Segunda- del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis LópezGuerra, Presidente, don Eugenio
Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo; don José Gabal­
dón López, don Julio Diego González Campos y don Caries
Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado '

,EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

. SENTENCIAr '. ' ", , '

IJ,<' En'el recurso de amparo ¡,úmero2.600/90, int~rpues­
'topar doña Petra G~rcíaOli"are_s;repre~entadaP?r la p!o- ,

. ,curadora de los Tribunales dona Mercedes Revlllo San-
:chez"1asistida'poda Letradcidofla' Isabel Mateo, cóntra
la Sentencia de la Secéión Sexta de la Audiencia Provincial

',';éfe Madrid,de28'de marióde1990,r.ecarda en el recurso­
¡~'iapelációlinúm, 433/88 frente a la'dictada por'el'Juz- ,

.Jja~ó'd.e Distrito núm.: 2 de Alcorcón>de 14de mayo,de
, ·;l988;;en áút()s:de juicio decognicióÍlnúm. 29188 sobre

-résh1UCióií de"'édntrateYJdé\ arrendamiento; Ha sido.parte
.;>~~!:Mil1!~tÉ!,~iCi!i~~~I:thi(a,Ct,U.á9.~c,ó~<?ronellte,elM.agi~
,,~1ra,~~d~r.!'~Osé'GaDa.!(j9~·t:!SJle~qul~'1.~~p,r~sª'!'ltparec!'lr
"'·l:Ié"ta Sala>;',~\'f:h,~~¡.p"';',~''4~·~}f,~~,:-',...r. :'<"" '-/k'.". t.:~";)' '.>l' >~;..,

2. Los hechos en los,que se funda la demanda son,
en síntesis, los siguientes:

a) El Juzgado de Distrito núm. 2 de Alcorcón dictó
Sentencia en los autos núm. 29/88, de fecha 14 de mayo
de 1988. por la que estimó íntegramente la demanda for­
mulada por doña Purificación Villar Jiménez contra la
recurrente en amparo. doña Petra García Oliva. declarando
resuelto el contrato de arrendamiento por ambas suscrito
y condenando a la demandada a dejar libre ya disposición
de la actora la vivienda arrendada.

b) La solicitante de amparo interpuso contra la ante­
rior Sent,encia recurso de apelación ante la Sección Sexta
de la Audiencia Provincial de Madrid, personándose en
concepto de apelante medi.ante escrito de 1 de junio de
1988. Evacuado el trámite de instrucción. por providencia
de Tde marzo de 1990 se señaló para la vista del recurso
el día 28 de marzo de 1990, dictándose Sentencia en esta
'última fecha por lá que. no habiendo comparecido la parte
apelante a la vista del recurso. se desestimó éste y se con-

'firmó la Sentencia recurrida.
c) Afirma la recurrente en amparo que al comparecer

su hijo ante la Audiencia Provincial el día 20 de junio de
1990, al objeto de efectuar la consignación' de las rentas
vencidas, le fue notificada a éste la Sentencia recaída en
el recurso de apelación y que fue en ese momento cuando
tuvo por vez primera conocimiento de que se había cele­
brado la vista del recurso. pues no le fue notificada la pro­
videncia de 7 de marzo de 1990, por la que se acordó
fecha y hora para la celebración de dicha diligencia.

d) Con fecha 4 de juliode 1990presentó escrito ante
la Audiencia Provincial instando la declaración de oficio,
de nulidad de las actuaciones procesales, con base en la
falta de notificación de la providencia por la que se acordó
la fecha para la celebración de la vista del recurso de ape­
lación, que fue desestimada por Auto de,10 de octubre
de 1990.

Se dice en el referido Auto que la parte apelante fue
citada mediante. telegrama de fecha 21 de marzo de 1990.
cuya copia consta en autos, así como el sello de la Estafeta
de 'Correos que lo remitió a su destinataria el mismo día.
de su emisión, sin que, con posterioridad a dicha citación.
la Dirección de Correos haya devuelto a la Secretaría de
la Sección el citado telegrama por encontrars~ausente el
destinatario o rehusar éste el mismo, de modo que, con­
cluye la Sala, laapelante ha sido citada en la forma auto-
rizada por el arto 261.3 de la l.E.C. , '

3. En· cuanto a la fundamentélción jurídica de la
Cfemanda de amparo invocá la recurrente la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
tart; 24;'1 C.E.),-como consecuencia deta falta de notifica-

, 'ción de la providencia':por_la~que se 'acordóda :fecha de
.. :Ia vistadel'recurso deapelación,queafirma:h()h~berrecj..,

bido. lo que motivó' suilicomparecencia;'~Argumén1a'ieJi'
J estesentido'que el párrafo 3,,0 delart261:dela b~.Ciauto­

'f' riza la notificación,por 'el servicio 'detelégrafos"cuando lo,
D'aéonsejen;'cird:mstahcias;'particulares~o:''exigencias;de

-l( 'mayor celeridad y'requiérefen'todoicaso¡t1aadopcióri'de

I


